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León, Guanajuato, a veintiocho de  noviembre del año 2008, dos mil ocho. . . 
V I S T O  para resolver el expediente número 217/2007-RI, que contiene las actuaciones del recurso de inconformidad interpuesto por MIGUEL ANGEL GARCÍA RODRÍGUEZ, en contra del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que en esta causa administrativa, se acredita la existencia de la resolución de fecha treinta y uno de mayo del año dos mil siete, con la copia certificada por la Secretaria de Acuerdos de este Juzgado Administrativo Municipal, del expediente 268/06-POL, en el que obra la referida resolución. . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- Que por cuestiones de ORDEN PUBLICO, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . .  . . . . . . 

La autoridad demandada aduce que se actualizan las causales de improcedencia previstas en las fracciones III, IV, VI y VIII del artículo 49 del citado Reglamento de Justicia Administrativa, ya que el recurrente acepta que la Dirección General de Policía Municipal le dotó de equipo, que en ese equipo se encontraba su impermeable, que los hechos admitidos por el cuidando Miguel Ángel García Rodríguez, implican que si tenia implemento para resguardarse de la lluvia, y que el hecho de que se haya mojado, ocurrió en atención a que el elemento aduce que no tenía a su  alcance su equipo, lo que se considera como una confesión. . . . . . . . . . . 

Causales de improcedencias que resultan INFUNDADAS, por las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

El supuesto jurídico contemplado en la fracción III del citado artículo 49, no se configura, en razón de que en las constancias que integran esta causa administrativa no se advierte alguna manifestación de voluntad del recurrente que entrañe el consentimiento de la resolución combatida y el Consejo de Honor y Justicia, omitió aportar elementos de prueba para demostrar ese consentimiento. . . 

El supuesto jurídico contemplado en la fracción IV del multicitado artículo 49, no se actualiza, toda vez que la resolución impugnada no se consiente tácitamente, en virtud de que el recurso se encuentra presentado dentro del término legal de diez días hábiles previsto en los artículos 210 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 29, fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, ya que el recurrente manifiesta que la resolución a debate se le dio a conocer el diez de julio del año dos mil siete y el recurso fue presentado el día veinte de julio del mismo año, como se desprende del sello de recibido en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos, que obra al reverso de la primera foja útil del escrito de inconformidad, por tanto, se encuentra presentado en el término legal, mientras que, la autoridad no demuestra que el recurrente haya tenido conocimiento del fallo impugnado en fecha diversa. . . 

El supuesto jurídico contemplado en la fracción VI del multireferido artículo 49, no se demuestra, toda vez que la sanción administrativa de suspensión temporal del puesto por doce días, sin goce de sueldo, por su naturaleza no se consuma de manera irreparable, ya que sus consecuencias jurídicas consisten en separar del cargo al recurrente y es el caso que se encuentra suspendida la resolución a debate, amén de que, en autos de la presente causa administrativa no se advierte que se haya ejecutado el fallo impugnado, por tal razón, en la especie, la resolución combatida no tiene el carácter de acto ejecutado de manera irreparable. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así mismo, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VIII del artículo 49, del referido Reglamento de Justicia Administrativa, pues de las constancias que integran esta causa administrativa, no se advierte que se actualice causal de improcedencia prevista en alguna otra disposición legal. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las causales de improcedencias aducidas por la autoridad demandada y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las  previstas en el citado artículo 49, se procede al estudio de los agravios en el siguiente Considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  

CUARTO.- Que el agravio marcado como primero que expresó la parte recurrente en el escrito inicial de recurso, se tiene por reproducido como si a la letra se insertare, toda vez que no es necesaria su transcripción; sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la página 501 del Tomo XIV-Julio, de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que establece: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, la cual sujeta a su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción, demás de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad de recurrir la resolución y alegar lo que estima pertinente para demostrar en su caso la ilegalidad de la  misma”. . . . . 
Los agravios que aduce el recurrente en el escrito de recurso resultan INOPERANTES, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: .  . . . . . . . . 

Es cierto que el Consejo de Honor y Justicia, en el punto diecisiete del considerando cuarto de la resolución a debate, valoró como testimonio la declaración que vertió el recurrente con fecha treinta de agosto del año dos mil seis, conforme a lo estipulado por los artículos 96, fracción VI, 168, 202, 203 y  220 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado de manera supletoria al Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, empero también es verdad, que se le da valor probatorio para acreditar el hecho de que el recurrente dio a conocer a la Secretaría Técnica del Consejo de Honor y Justicia los hechos originados por las conductas reprochadas al Comandante Juan José Vela Hernández y al Encargado Andrés Padilla Padrón, el día treinta de junio del año dos mil seis, en la caseta móvil número 7 ubicada en esa fecha en la colonia Santa María de Cementos de esta ciudad y no para acreditarle las faltas administrativas que a el se le imputan, por lo anterior, no causa perjuicio al recurrente la valoración que se le da a su declaración de fecha treinta de agosto del año dos mil seis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, en la parte considerativa de la resolución a debate, se advierte que al recurrente se le finca responsabilidad administrativa por la comisión de las faltas graves previstas en el artículo 28, fracciones  XII y XL, del citado  Reglamento del Consejo de Honor y Justicia y se le impone la sanción de suspensión del cargo, por seis días, sin goce de sueldo, con base a la confesión a cargo del recurrente, valorada en el inciso f) del séptimo considerando del fallo impugnado y con la declaración de Enrique Padilla López, testimonio que se encuentra valorado en el inciso g) del mismo considerando; mientras que, por un lado, del capítulo de agravios del escrito de recurso de inconformidad, se advierte que el recurrente sólo impugna la valoración como prueba testimonial de su declaración que rindió con fecha treinta de agosto del año dos mil seis y omite impugnar la valoración que recae sobre su confesión y respecto al atesto de Enrique Padilla López y, por otro lado, expresa argumentación lógica y jurídica tendente a justificar que se coarto la posibilidad de usar el impermeable que dice traía en la mochila y que no sabia que se presentaría la precipitación pluvial, hechos que pretende justificar con la declaración del oficial Juan Brígido Lona Lira. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, el inconforme no demuestra que se le haya coartado la posibilidad de usar el impermeable, en razón de que de un análisis minucioso de las constancias y actuaciones que integran el Procedimiento Administrativo Disciplinario de origen, se desprende que dejó de aportar medios convictivos tendentes a demostrar que el comandante Juan José Vela y el oficial Andrés Padilla Padrón le impidieron o prohibieron sacar de la mochila y en su caso usar el impermeable que nos ocupa, esto es así, ya que si bien es cierto que el justiciable pretende acreditar su defensa con el atesto del oficial Juan Brígido Lona Lira, sin embargo, también es verdad que con el dicho de este oficial sólo se corrobora un hecho no controvertido, en el sentido de que el Comandante Juan José Vela le ordenó al oficial Andrés Padilla Padrón que bajara de la caseta móvil al elemento de policía Miguel Ángel García, ahora parte recurrente en esta causa administrativa; empero, en ningún momento el testigo manifiesta haberse percatado del momento en el cual el recurrente tuvo la firme y manifiesta intensión de tomar el impermeable, además no expresa haber visto que el supervisor le haya impedido sacar de la mochila dicho equipo, ya que de las afirmaciones del propio recurrente se deduce que el multicitado impermeable siempre se encontró dentro de su esfera de poder, puesto que con anterioridad se le había hecho entrega del mismo y lo tenía guardado en la mochila de su propiedad, pese a que pudo haber percibido o sentido las características del clima imperante en la fecha en que se suscitaron los hechos. Por tal virtud, es evidente que el testimonio de Juan Brígido Lona Lira se dirige a circunstancias diversas a las que pretende probar el recurrente, por ende, el que se haya omitido valorar este testimonio como de descargo no causa agravio alguno a la parte inconforme. . . . . . 
Por último, cabe mencionar que el recurrente omitió aportar elementos de convicción para demostrar sus aseveraciones en el sentido de que trató de salvaguardar el equipo a su cargo para el desempeño de sus funciones, dado que su dicho por si sólo no genera la certeza de sus aseveraciones respecto a conductas propias, amén de que tampoco aporto medios de prueba para demostrar el estado que guardaba el equipo después del evento señalado como falta administrativa, de ahí que este Órgano de Control de Legalidad no esta en condiciones de determinar si el equipo que tenia a su cargo en aquella fecha sufrió o no daños de consideración y en su caso, poder apreciar si hubo descuido o negligencia de parte del recurrente y si esos daños fueron a consecuencia o no de ese actuar, elementos necesarios para eximirlo de la responsabilidad administrativa fincada por esta reprochada conducta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el recurrente no desvirtúa la presunción de legalidad de la resolución a debate, en razón de que por una parte, los medios de prueba a través de los cuales pretende sustentar su defensa carecen de valor por las razones expresadas en supralíneas y por otra parte, dejó de combatir la valoración de la confesión a su cargo y el testimonio de Enrique Padilla López medios de prueba estimados por el Consejo de Honor y Justicia en la parte considerativa de la resolución combatida para acreditar la comisión de las faltas administrativas previstas en el artículo 28, fracciones XII y XV, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. Por consiguiente, conforme a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas y además con fundamento en los artículos 213, fracción I, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 48, fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es procedente declararse y se declara la validez de la resolución de fecha treinta y uno de mayo del año dos mil siete, emitida en el expediente administrativo disciplinario número 288/06-POL. . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, párrafo segundo y 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1º, 2º Fracción III, 3º, 4º, 7-B, 7-C fracción I, 15 fracción I, 46, 47 y 48 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .      
SEGUNDO.- Se declara la VALIDEZ de la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, con fecha treinta y uno de mayo del año dos mil siete, en el Procedimiento Administrativo Disciplinario, expediente número 288/06-POL, a través de la cual en su punto tercero se impone al recurrente la sanción consistente en la suspensión temporal por seis días del cargo que desempeña en la Dirección General de Policía Municipal, sin goce de sueldo; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en tres tantos el Licenciado Eliverio García Monzón, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, Licenciada  Ma. Teresa Alférez Rodríguez.-  que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
